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Resumen 
El problema de hacinamiento carcelario que vive el país, es una realidad que, por 
años, ha sometido a la población carcelaria a un panorama de ausencia 
generalizada de derechos fundamentales, razón que entre otras, llevó en 1998 a la 
Corte Constitucional colombiana, a declarar a la población carcelaria del país en un 
estado de cosas inconstitucionales. Este panorama, es el que motiva la realización 
del actual documento, donde se quiere analizar de manera puntual, la incidencia 
que ha tenido o, puede tener a futuro, la entrada en vigencia de las leyes 1760 de 
2015 y 1786 de 2016. Al entrar a revisar el contenido y aplicabilidad de las normas 
citadas sobre el desarrollo de la política criminal del país, se encuentra que las 
mismas en efecto inciden, no obstante, la realidad del hacinamiento es tan alto, que 
las mismas no permiten erradicar el problema de tajo, quizá por ello es que este no 
se pone como el motivo central para su expedición. Precisamente, sobre los hechos 
que motivaron su expedición, se encuentra el reconocimiento de derechos 
procesales constitucionales, considerando al respecto, que este grupo de leyes es 
consecuente con dicho propósito. 
                                             
1 Artículo de grado presentado como requisito parcial para optar al título de abogado de la 
Universidad Católica de Colombia. 
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Abstract 
The problem of prison overcrowding in the country is a reality that, for years, has 
subjected the prison population to a panorama of widespread absence of 
fundamental rights, reason that among others, led in 1998 to the Colombian 
Constitutional Court, a declaration To the prison population of the country in a state 
of things unconstitutional. This panorama, which motivates the realization of the real 
document, where it is wanted to analyze in a timely manner, the impact it has had, 
may have a future, the entry into force of laws 1760 of 2015 and 1786 of 2016. Upon 
entering A To review the content and applicability of the aforementioned rules on the 
development of the country's criminal policy, it is found that they do indeed affect, 
however, the reality of overcrowding is so high, that the same does not eradicate the 
problem of the pit, Reason why it is not put like the central motive for its expedition. 
Precisely, on the facts that motivated its expedition, is the recognition of 
constitutional procedural rights, considering in this respect, that this group of laws is 
consistent with that purpose. 
Keywords: inalienable fundamental rights, unconstitutional state of affairs, 
constitutional procedural rights, prison overcrowding, assurance measure. 
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Introducción 
El pasado 1 de julio, entró a regir en el país la Ley 1786 de 2016, la cual a su 
vez modifica a la Ley 1760 de 2015. Ambas normas, fueron expedidas con el fin de 
generar modificaciones sobre los tiempos previstos en las medidas de 
aseguramiento diseñadas para la detención en centro carcelario, de aquellas 
personas que permanecen recluidas sin que aún se les haya dictado una condena; 
siendo la segunda modificada por la primera, a tenor de las necesidades de 
extensión regulatoria previstas sobre la primera, como más adelante se detalla. 
Las normas en comento, son en esencia mecanismos jurídicos para regular 
los tiempos procesales sobre la imposición de medida de aseguramiento en centro 
carcelario. En el marco de sus discusión legislativa, uno de los motivos que adquirió 
mayor fuerza para su aprobación, fue el que justificaba la introducción de esta 
regulación procesal, al amparo de detener los procesos contra el Estado en los 
cuales se alegaba privación injusta de la libertad, tal y como se presenta en el 
Informe presentado por las Mesas Directivas de las Comisiones Primeras del 
Congreso de la República, en la discusión del Proyecto de Ley 161 de 2016, por 
medio de la cual se modifican algunas disposiciones de la Ley 1760 de 2015: 
(…) la indefinición del término máximo de la detención preventiva y su uso 
inadecuado ha generado, a la fecha 18.797 procesos contra el Estado por 
privación injusta de la libertad, cuya cuantía se ha calculado en $23,9 billones. 
De manera que el mal uso de esa medida no ha afectado únicamente el derecho 
a la libertad de los ciudadanos, sino que también ha causado un histórico 
detrimento al patrimonio del Estado. 
Si bien este se puede considerar como uno de los motivos angulares para 
generar una regulación tendiente a beneficiar al procesado, no se puede ocultar 
que, y esto como un efecto mediático suscitado sobre la norma, la misma permite 
la salida de miles de reclusos de las cárceles del país, ayudando con ello a 
contrarrestar el fenómeno de hacinamiento carcelario. La anterior afirmación, se 
establece como de partida de la hipótesis central por medio de la cual se formula el 
desarrollo el actual documento; tratando con esto de ver su efecto real, sobre esta 
problemática social. 
En este sentido, la investigación, partiendo del contenido de las normas 
previamente indicadas, busca determinar la manera como las mismas pueden incidir 
en la mitigación del hacinamiento carcelario en el país, no obstante, la lectura crítica 
de las mismas, debe llevar a analizar estas en conjunto con otros dispositivos 
jurídicos cuyos orígenes recaen centralmente en combatir las problemáticas 
descritas; tal y como sucede con las normas o intentos normativos tendientes a 
volver ciertos delitos excarcelables o, desde otra perspectiva, a la efectividad de 
mecanismos procesales como los preacuerdos o el principio de oportunidad. 
Como complemento de lo anterior, se proyecta también un análisis reflexivo 
como cierre del documento, sobre las condiciones sociales de los reclusos en 
Colombia; esto, trayendo a colación la jurisprudencia sentada al respecto, en 
especial la que establece el estado de cosas inconstitucionales del sistema 
penitenciario colombiano desde 1998, definido en dicho sentido en Sentencia T-153. 
Al respecto, se quiere avanzar sobre la manera como, en medio de sus castigo 
punitivo, los reclusos podrían optar por verdaderos procesos resocializadores, para 
evitar a propósito del problema del hacinamiento, la reincidencia delictiva. 
1. La regulación de la imposición de medida de aseguramiento 
La medida de aseguramiento, también definida como medida cautelar de 
privación de la libertad (Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado [ANDJE], 
2014, p. 1), se establece como una herramienta procesal propia del derecho penal, 
la cual deriva de la posición sentada frente al sindicado o condenado, de considerar 
el mismo por su conexidad con el actuar delictivo -posible en el caso del no 
condenado-, como un riesgo para la sociedad o, para el proceso que se desarrolla 
en su contra (Angarita, 2017, p. 7). 
En la fuerte y necesaria crítica hecha por Luis Vélez (2012) a la Ley 906 de 
2004 por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal [CPP] colombiano, el 
autor coloca de manifiesto la manera como la norma, o mejor, el constituyente 
derivado, a tenor de garantizar la comparecencia del infractor al proceso, la 
preservación de la prueba y, la protección de la comunidad, dio exorbitantes 
capacidades a la institución de la detención preventiva, al relajar la presentación 
requisitos materiales para su adopción, introduciendo para el caso el concepto de 
“inferencia razonable” (pp. 83-84). 
Este hecho, sumado a otros contemplados en la Ley 906 de 2004, marca un 
nuevo panorama por el cual se da paso al espectáculo del populismo punitivo que, 
no solo implica la complacencia al prejuzgamiento social de quienes son sindicados, 
sobre todo en aquellos delitos que conducen a un mayor repudio mediático, sino 
también, la limitación tanto, de las garantías procesales consignadas en la 
Constitución Política de Colombia (Mendoza, 2017, p. 78), como también del espíritu 
garantista penal convocado en la expedición de la Ley 600 de 2000, en otrora CPP. 
A propósito, una de las críticas textuales expresadas por Luis Vélez (2012), gira en 
torno a indicar que: 
(…), la Ley 906 de 2004 destruía a dentelladas lo andado y ahora volvía por los 
viejos cauces de la consagración de medidas de aseguramiento para todo tipo 
de delitos, creando incluso restricciones de la libertad no consagradas siquiera 
por los ordenamientos procesales precedentes a la Ley 600 de 2000. Cuando 
el trato de inocente de quien enfrentaba una imputación debía ser más 
respetado en un sistema acusatorio, en el que la presunción de inocencia 
recobrara su importancia como un derecho que resistía a las prácticas 
autoritarias del modelo inquisitivo, el nuevo sistema procesal penal colombiano 
incrementaba el aseguramiento de los justiciables. (p. 78) 
Sería interesante para efectos del tema tratado en el actual documento, 
pormenorizar en el comparado de privaciones judiciales de la libertad antes y 
después de la expedición de la Ley 906 de 2004, ejercicio sobre el cual 
penosamente no se avanza en el actual documento, en tanto ello desborda el 
objetivo central del mismo. No obsta insistir en ello, en tanto el análisis de este 
asunto permitiría entre otros puntos, dar luces sobre sí, el cambio normativo ha 
incidido en el actual panorama de hacimiento carcelario y, de serlo, que tanto ha 
sido dicha incidencia. 
En atención a lo que convoca el interés de la actual sección del documento, 
se debe precisar conforme a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico vigente, cuál 
es la regulación sobre la medida de aseguramiento en el país, para lo cual, es 
necesario ir a la Ley 906 de 2004 que, en su capítulo 3, artículo 306 y siguientes, 
sobre medidas de aseguramiento, define el procedimiento a seguir en la imposición 
de esta restricción personal, la cual, debe ser solicitada por el fiscal del caso (artículo 
306 CPP), en la audiencia de control de garantías diseñada para tal fin (Cruz, 2012, 
p. 72). 
Es de precisar, conforme a las críticas antes señaladas sobre el vigente 
procedimiento penal que, la imposición de medida de aseguramiento es ante todo, 
un mecanismo de restricción al artículo 28 Constitucional, el cual indica en abstracto 
que “toda persona es libre (…)” (Tisnés, 2017, p. 61), por lo mismo, el uso de la 
institución de medida de aseguramiento, sobre todo cuando la misma es en centro 
carcelario, no debe ser la regla sino la excepción frente a situaciones procesales en 
las cuales se infiera el necesario uso de la imposición de la misma (Tisnés, 2012, p. 
59). 
Allanado un primer panorama jurídico sobre la aplicabilidad de la medida 
cautelar de aseguramiento en centro carcelario para un sindicado como medida 
preventiva y excepcional, es necesario indicar su contenido normativo en el artículo 
308 del CPP, el cual, precisamente, sufre una modificación con la expedición de la 
Ley 1786 de 2016, tendiente a agregar un parágrafo que, resulta ser una suerte de 
precisión sobre los requisitos a tener en cuenta por el operador de justicia, para 
dictar o no la medida de aseguramiento. El artículo en comento, en su original, indica 
lo siguiente: 
Artículo 308. Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal 
General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento 
cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y 
asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir 
razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta 
delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos: 
1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que 
el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 
2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de 
la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no 
cumplirá la sentencia. 
Volviendo a las críticas con anterioridad reseñadas sobre la Ley 906 de 2004, 
se reitera la conjetura lanzada sobre el categórico “inferencia razonable”, tendiente 
a dejar en las manos del juez de garantías, la discrecionalidad sobre la imposición 
o no de la medida que, valga señalar, es una condición que se ve influenciada por 
los cambios normativos que convocan la realización del actual documento, como 
más adelante se explica. A sazón de lo consignado en la Constitución, esta posición 
discrecional debe ser lo más responsablemente usada por el operador de justicia, 
en cuanto no solo es evitar la responsabilidad del Estado a futuro, sino lo más 
importante, se está hablando de uno de los derechos originarios más importantes 
del Estado social y democrático de derecho, como lo es el de ser libres en todo 
momento (Puig, 1982, pp. 25-27). 
Como se presenta a continuación, la Ley 1760 de 2015 y 1786 de 2016 son 
claves en la transformación de la comprensión jurídica de la institución de medida 
de aseguramiento vigente, todo en cuanto, son las encargadas de adicionar dos 
parágrafos que, para efectos del actual documento, tiene comentando en la 
actualidad a la opinión pública sobre la excarcelación masiva de personas 
sindicadas de múltiples delitos (del Villar, 2016, p. 11), no obstante, en la 
comprensión objetiva de las negativas sociales que al respecto se generan, se 
sugiere plantear que dichas modificaciones lo que hacen, es garantizar de alguna 
manera el contenido constitucional de derechos procesales inalienables e 
irrenunciables que se deben garantizar a toda persona. 
1.1. Cambios procesales sobre la medida de aseguramiento en la Ley 1760 de 
2015 
En su estructura, tanto la Ley 1760 de 2015 como la Ley 1786 de 2016, lo que 
hacen es limitar el tiempo que una persona puede permanecer con medida de 
aseguramiento intramural en centro carcelario, como dictar los tiempos procesales 
a los cuales se puede acoger un sindicado para solicitar su libertad. Los cambios de 
la primera a la segunda, como se expone a continuación, obedecen a clarificar 
algunos aspectos relacionados con las actuaciones del interesado o su defensa y, 
precisión sobre los delitos a los cuales se les puede aplicar esta medida. 
Dentro de los cambios producidos por la Ley 1760 de 2015 y que no son 
modificados por la Ley 1786 de 2016, se encuentra la adición de un parágrafo al 
artículo 308 de CPP antes citado a la letra. En la inserción normativa hecha por el 
legislador, se sigue reconociendo la discrecionalidad atribuida al juez de control de 
garantías, para determinar la procedencia de la libertad provisional del sindicado; 
es más, se considera que este factor discrecional se ve aumentada, al dotar al juez, 
en razón de la evidencia física o elementos materiales probatorios presentados por 
la Fiscalía, de la posibilidad de imponer medida de aseguramiento, sobre el análisis 
de situaciones contextuales a la conducta que se investiga. La norma a la letra 
indica: 
Parágrafo 1. La calificación jurídica provisional contra el procesado no será, en 
sí misma, determinante para inferir el riesgo de obstrucción de la justicia, el 
peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima y la probabilidad de que 
el imputado no comparezca al proceso o de que no cumplirá la sentencia. El 
Juez de Control de Garantías deberá valorar de manera suficiente si en el futuro 
se configurarán los requisitos para decretar la medida de aseguramiento, sin 
tener en consideración exclusivamente la conducta punible que se investiga. 
En el análisis jurídico hecho por la Corte Constitucional sobre el texto citado, 
en especial sobre la expresión “el futuro”, la Corporación se declara inhibida por 
ineptitud sustantiva de la demanda, no obstante, aclara que la imposición de medida 
de aseguramiento, deviene del análisis de los elementos de conocimiento 
presentados por la Fiscalía, los cuales justifican la medida y, llenan los requisitos 
dictados para su procedencia, uno de ellos, el peligro que el procesado representa 
para la sociedad, el cual es tratado a su vez en el artículo 3 de la 1760 de 2015, 
aunque para efectos del documento, la parte normativa que más invita a la 
discusión, se desarrolla en el artículo 4 de la Ley, modificado a su vez por el artículo 
2 de la Ley 1786 de 2016. 
1.2. Medida de aseguramiento y causales de libertad derivados de la Ley 1786 
de 2016 
Cuando en la parte introductoria del documento se presentó a groso modo el 
problema social de hacinamiento carcelario, se afirmó que, si bien las leyes 1760 
de 2015 y 1786 de 2016 no fueron diseñadas de manera expresa para trabajar en 
esta problemática, las mismas podían incidir, en la solución a la problemática 
planteada, esto, en el entendido que las normas limitan en el tiempo la medida de 
aseguramiento de aquellas personas que aún no han sido sentenciados, siendo esta 
parte importante de la población carcelaria del país como más adelante se 
especifica. 
La segunda parte del documento se dedica a analizar el consolidado de 
personas que se encuentran con medida de aseguramiento intramural en los 
distintos centros penitenciaros del país y, de estos, el número y porcentaje de 
personas que se encuentran allí recluidas sin que todavía se les haya dictado una 
condena, datos que son contrastados, a la luz del agregado global de población 
carcelaria en el país. La inferencia lógica, es revisar cuantos pueden salir y, en caso 
dado, en cuánto se reduciría la población carcelaria. 
Para llegar a ello, se establece la incidencia derivada de la aplicación desde el 
1 de julio de 2017, de las leyes 1760 de 2015 y 1786 de 2016, las cuales como ya 
se ha indicado, limitan en el tiempo la aplicación de medida de aseguramiento, 
cuando la persona no tiene aún definida su situación jurídica respecto al hecho o a 
los hechos que se le acusa. Ya visto los contenidos aplicables derivados de la Ley 
1760 de 2015, sigue entonces estudiar los derivados de la Ley 1786 de 2016. En 
materia, se debe ir al artículo 1 de la ley que, modifica el artículo 1 de la Ley 1760 
de 2015, el cual, a su vez, modifica el artículo 307 del CPP, adicionando dos 
parágrafos, estos son: 
Parágrafo 1°. Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del artículo 317 del 
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el término de las medidas 
de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de un (1) año. 
Cuando el proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) 
o más los acusados contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o 
se trate de investigación o juicio de actos de corrupción de los que trata la Ley 
1474 de 2011 o de cualquiera de las conductas previstas en el Título IV del Libro 
Segundo de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), dicho término podrá 
prorrogarse, a solicitud del fiscal o del apoderado de la víctima, hasta por el 
mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de Control de Garantías, a 
petición de la Fiscalía, de la defensa o del apoderado de la víctima podrá 
sustituir la medida de aseguramiento privativa de la libertad de que se trate, por 
otra u otras medidas de aseguramiento no privativas de la libertad de que trata 
el presente artículo. 
En los casos susceptibles de prórroga, los jueces de control de garantías, para 
resolver sobre la solicitud de levantamiento o prórroga de las medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad, deberán considerar, además de los 
requisitos contemplados en el artículo 308 del Código de Procedimiento Penal, 
el tiempo que haya transcurrido por causa de maniobras dilatorias atribuibles a 
la actividad procesal del interesado o su defensor, caso en el cual dicho tiempo 
no se contabilizará dentro del término máximo de la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad contemplado en este artículo. 
Parágrafo 2°. Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad solo 
podrán imponerse cuando quien las solicita pruebe, ante el Juez de Control de 
Garantías, que las no privativas de la libertad resultan insuficientes para 
garantizar el cumplimiento de los fines de la medida de aseguramiento.  
Una primera claridad por generar conforme al texto citado se encuentra 
relacionada con que si bien, se establece como regla general el tiempo de la medida 
de aseguramiento a no mayor a un año, esta medida no es aplicable ni a todos los 
casos, ni a todos los delitos. Los casos de entrada no cobijados con esta medida, 
corresponden a aquellos donde el sindicado se haya cobijado bien sea, a un 
principio de oportunidad o, haya logrado un preacuerdo con la Fiscalía, lo cual es 
lógico, si se entiende que, en estos casos, el sindicado de manera anticipada está 
aceptando su participación delictiva (Araque, 2016, p. 158) o, está colaborando con 
la Fiscalía a contraprestación de su libertad o, una rebaja significativa de la pena 
(Castro, 2013, pp. 247-248). 
Otro elemento es la extensión del término previsto para una serie de delitos, 
como aquellos llevados frente a la justicia especializada, cuando se trate de delitos 
de lesa humanidad o delitos perseguidos por el derecho internacional penal 
(Nascimento, Montoya y Marques, 2017, p. 266)  o, la conducta sea por hechos de 
corrupción tipificados por la Ley 1474 de 2011. Se considera que en los dos 
primeros casos es válida la extensión de la medida como lo propone la ley, sin 
embargo, en el último caso, se considera que es más de este populismo punitivo 
que ha hecho carrera en los últimos tiempos en el sistema penal colombiano 
(Romero, 2017, p. 96). 
Los delitos de corrupción, en efecto producen una sobre el patrimonio público, 
en otros términos el patrimonio de los administrados (Jiménez y García, 2016, p. 
162), no obstante, este delito, más allá de su consideración moral, debe ser visto 
jurídicamente con el mismo en su similar a delitos con condenas similares; ahora, 
si en verdad existe una intención del legislador por prevenir, perseguir y sancionar 
estos delitos, por qué no ha considerado los mismos como parte de los delitos 
investigados en la justicia especializada, aunque bien, ello es tema de otra discusión 
diferente a la planteada en el actual documento, por lo tanto se deja solo citada. 
Finalmente, otro elemento a destacar en esta regulación de la conducta, 
obedece a que frena de tajo los efectos dilatorios del interesado o la defensa, para 
dar continuidad al proceso; siendo este uno de los cambios sucedidos entre la Ley 
1760 de 2015 y Ley 1786 de 2016, toda vez que la primera no contemplaba esta 
restricción, lo cual, en evidencia, iba a incrementar el número de personas 
excarceladas por esta maniobra; ahora, sobre este particular se sienta una posición, 
y es que, es importante reivindicar la libertad individual de las personas que no han 
sido condenadas, pero sin llegar al extremo de amparar argumentalmente a quienes 
con estas maniobras dilatorias, generan un desgaste del aparato judicial pensando 
en sacar ventaja personal sobre ello, como en este caso ocurriría. 
Sigue entonces analizar el artículo 2 de la Ley 1786 de 2016, el cual es 
fundamental para el estudio que se adelanta, toda vez que, el mismo modificando 
el artículo 4 de la Ley 1760 de 2015, el cual modifica a su vez el artículo 317 de la 
Ley 906 de 2004, por el cual se determina cuáles son las causales de libertad. El 
artículo estima en sus numerales dichas causas, siendo la primera obvia, que es 
por cumplimiento de condena; la segunda, como consecuencia de aplicación del 
principio de oportunidad, ya mencionada. En este sentido, las que revisten interés 
para la actual investigación son los numerales siguientes 3, 4, 5 y 6, expuestos a 
continuación: 
 
Artículo 317. Causales de libertad. Las medidas de aseguramiento indicadas en 
los anteriores artículos tendrán vigencia durante toda la actuación, sin perjuicio 
de lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 307 del presente código sobre 
las medidas de aseguramiento privativas de la libertad. La libertad del imputado 
o acusado se cumplirá de inmediato y solo procederá en los siguientes eventos: 
(…) 
3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptado 
por el Juez de Conocimiento. 
4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de 
imputación no se hubiere presentado el escrito de acusación o solicitado la 
preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 
5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha 
de presentación del escrito de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia 
de juicio. 
6. Cuando transcurridos ciento cincuenta (150) días contados a partir de la 
fecha de inicio de la audiencia de juicio, no se haya celebrado la audiencia de 
lectura de fallo o su equivalente.  
Sin la necesidad de entrar en el detenimiento de cada uno de los numerales, 
se puede establecer que, en el marco de las actuaciones procesales, las mismas 
no pueden superar el término de un año transcurridos entre el momento en que se 
ejecuta la orden de aseguramiento y, exista una sentencia condenatoria, aclarando 
que el término no corre a partir del momento que se dicta la orden de captura, sino 
desde que se hace efectiva la misma, aunque, bien sobre esta posición se podrían 
plantear algunos debates tendientes a validar la aplicabilidad de los términos en 
distintas situaciones, situación con la cual se considera, se van a tropezar las Altas 
Cortes al futuro, para sentar jurisprudencia al respecto. 
Este artículo sobre causales de libertad, es a su vez complementado con 3 
parágrafos aclaratorios sobre la procedencia de la medida; el primero, vuelve sobre 
los delitos ya mencionados en los que se aplica una extensión de los términos, en 
este caso la duplicidad en los términos previstos en los numerales 4, 5 y 6; el 
parágrafo 2, habla del restablecimiento de los términos cuando exista aceptación de 
cargos, preacuerdos o aplicación del principio de oportunidad y; el parágrafo 3 sobre 
la no contabilización del tiempo para los términos, por efectos dilatorios del 
interesado o la defensa, o por causas razonables fundadas o de fuerza mayor.  
 Las medidas así expuestas han tenido y, van a seguir teniendo, un efecto en 
términos de la población carcelaria del país. Ya se comentaban las razones que 
motivaron la expedición de esta norma, donde como se ha dicho, el problema de 
hacinamiento carcelario no escapa del todo del panorama, quizá por ello es que en 
el artículo 4 de la 1786 de 2016, el legislador asignó, en cabeza de las autoridades 
de política criminal del país, la tarea de medir el efecto que traería para el sistema 
carcelario en general estas medidas; puntualizando en dos tareas como a 
continuación se cita: 
Artículo 4. El Ministerio de Justicia y del Derecho, la Fiscalía General de la 
Nación y el Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, dentro 
del mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán elaborar 
el plan de acción que implementarán, en el plazo de un (1) año, con el objetivo 
de definir la continuidad de las medidas de aseguramiento que, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 1 de la presente ley, sean susceptibles de prórroga.  
El Ministerio de Justicia y del Derecho deberá presentar cada tres (3) meses un 
informe al Congreso de la República indicando el estado, el avance y la gestión 
adelantada en dichos procesos. Dicho informe deberá contener, al menos:  
1. El estudio del número de personas que podrían adquirir el derecho a reclamar 
la libertad por vencimiento de términos en razón y con ocasión de las reformas 
introducidas por esta ley y por la Ley 1760.  
2. La discriminación de esa población carcelaria por delitos, regiones, sexo, 
edad y centro carcelario.  
Preocupa al legislador ver el efecto que traería estas medidas, a tenor que, no 
solo le interesa disminuir la responsabilidad del Estado por ejercicios arbitrarios de 
detención y privación de la libertad injusta, como inicialmente se había expuesto, 
sino también ver su incidencia en el sistema carcelario en general del país. Es por 
esto que, resulta fundamental hacer la lectura prevista en términos de visibilizar la 
incidencia de estas medidas sobre el problema global de hacinamiento carcelario, 
siendo ello lo que se entra a revisar a continuación, para finalmente sentar una 
posición respecto a si esta, tiene o no una marcada incidencia, sobre la mitigación 
de la esta problemática. 
2. Panorama actual de hacinamiento carcelario en Colombia 
No es difícil identificar que el país asiste a un problema social grave de 
hacinamiento carcelario, basta con hacer seguimiento a las notas al respecto en los 
medios de comunicación para dar cuenta de esta realidad; no por nada también, las 
autoridades encargadas de la política criminal en el país, tienen como uno de los 
temas centrales de la agenda acabar con el grave problema de hacinamiento 
carcelario, al que, entre otros factores, asocian al populismo punitivo (Comisión 
Asesora de Política Criminal, 2012, p. 28; Observatorio de Política Criminal, 2017, 
p. 6), aunque, lo cierto es que la población se ha sostenido durante los últimos 5 
años, en un margen entre 112.000 y 120.000 personas (ver gráfico 1). 
 
 
 
 
Gráfica 1. Crecimiento PPL* Intramural Años 2012 - 2017** 
Fuente: Centro Estratégico de Información Penitenciaria [CEDIP] 
* PPL: personas privadas de la libertad 
* cifras a julio de 2017 
Como se comentaba, existe un sostenimiento en el acumulado de población 
carcelaria en Colombia, entre 2012 y lo corrido de 2017, con una tendencia a la 
baja, si se revisa tan solo el periodo comprendido entre 2015 y 2017, sumado a que 
en la actualidad, una cifra no menor a 1.000 reclusos, vienen saliendo y van a salir 
de las cárceles del país en los próximos meses, por la implementación de los 
Acuerdos Finales de La Habana, lo cual incluye medidas de indulto para guerrilleros 
y militares inmersos en delitos asociados al conflicto, y que estos no sean delitos de 
lesa humanidad, como lo contempla la Ley 1820 de 2016. 
En las estadísticas presentadas, se recoge el total de población en centro 
penitenciario, es decir, no se cuentan por ejemplo, aquellos que se encuentran el 
Guarniciones Militares como la del Cantor Norte, ni tampoco se contempla los 
recluidos en sitios especiales como lo es el bunker de la Fiscalía. Como forma de 
organización administrativa para distintos asuntos, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario [INPEC], subdivide los centros penitenciaros por 
regiones, siendo estas conformadas por: regional Central, regional Occidente, 
regional Norte, regional Oriente, regional Noroeste y, regional Viejo Caldas. 
Más allá de entrar a establecer cuáles cárceles pertenecen a cada regional, lo 
importante recae en revisar el nivel de hacinamiento por cada una de las regionales 
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y, no por cárceles; esto, considerando que, no hay particularidades en alguna cárcel 
en especial, quizá sí entre regiones, que incida directamente en el hacinamiento. A 
continuación, se exponen las cifras respecto al nivel de hacinamiento en las 
regionales antes descritas, indicando de paso la capacidad de la regional y, lo más 
pertinente para el documento, la situación jurídica de las personas, hombres y 
mujeres que, se encuentran allí recluidas: 
Tabla 1. Crecimiento PPL* Intramural año 2017** 
Regional 
Centros 
carcelarios 
Capacidad Sindicados Condenados TOTAL 
Central 41 29421 10398 29870 40268 
Occidente 24 14907 7997 15226 23223 
Norte 15 7735 6873 6604 13477 
Oriente 14 7575 4605 7317 11922 
Noroeste 21 8582 4744 9889 14633 
Viejo Caldas 21 10562 2590 10667 13257 
Total 136 78782 37207 79573 116780 
Fuente: Centro Estratégico de Información Penitenciaria [CEDIP] 
* PPL: personas privadas de la libertad 
* cifras a julio de 2017
Unas estadísticas básicas al respecto de esta información: el hacinamiento en 
la regional Central es del 36,87%; en la regional Occidente, está en 55,77%; en la 
regional Norte es de 74,23%, el hacinamiento más alto entre las regionales; en la 
regional Oriente, este hacinamiento alcanza 57,63%; en la regional Noroeste, el 
hacinamiento es de 70,51% y; en la regional Viejo Caldas, se identifica el menor 
hacinamiento con una cifra que no supera el 25,52%; lo cual de entrada deja 
entrever que, aunque existe hacinamiento en todas las regionales este no es 
homogéneo para el país. 
En efecto, sería importante entrar a revisar de manera pormenorizada las 
cifras, las cuales se pueden cruzar con otras estadísticas internas de los centros 
penitenciarios o, externas como los índices de violencia de las ciudades que son 
parte de las regiones, para sacar conclusiones más precisas respecto a qué se debe 
este hacinamiento; por el momento, se considera que esta es otra temática que 
desborda el interés central del actual documento, por ello tan solo se deja enunciada 
su problematización analítica. 
Volviendo sobre las cifras previamente indicadas, sigue validar la incidencia 
de los sindicados sobre el total de población penitenciaria. En lo que corresponde a 
la regional central, si se resta al total de la población, la personas que aún 
permanecen sindicadas, a la espera de una condena, la cual es a su vez la 
población potencialmente beneficiaria de una excarcelación al acogerse a lo 
consignado en las leyes 1760 de 2015 y Ley 1786 de 2016, se tiene que, el total de 
población pasaría a ser el indicado como condenados solamente, en este caso 
29.870 personas que, comparado con la capacidad de la regional, es decir, 29.421 
personas, se tendría aún un panorama de hacinamiento, que en este caso sería tan 
solo del 1,5%, cifra por demás aceptable frente a la realidad actual. 
El anterior ejercicio aplicado al caso de las demás regionales daría los 
siguientes resultados: regional Occidente, el hacinamiento sería del 2%, en la 
regional norte, no habría hacinamiento y la ocupación sería del 85%, en la regional 
Oriente, igual, no habría hacinamiento, pero su ocupación sería más alta, del 96%, 
en la regional Noreste, el hacinamiento sería del 15%, en la regional Viejo Caldas, 
el hacinamiento sería del 1%, ahora, en el agregado de todas las cárceles, el 
hacinamiento sería tan solo del 1%; esto insistiendo en el escenario que, el total de 
sindicados fueran excarcelados por la aplicación de las leyes citadas, aunque, por 
las razones indicadas en el estudio de las leyes, esto es técnicamente imposible. 
En suma, se tiene un cuerpo normativo el cual posiblemente va a permitir la 
salida masiva de sindicados de las cárceles del país; quizás no todos se puedan 
acoger a los términos descritos en las mismas, pero lo más posible, es que sea 
usada por muchos; afirmación que se establece, frente a una realidad institucional 
en la que posiblemente el aparato judicial, juzgados y Fiscalía, no pueda actuar con 
la celeridad debida, para resolver la situación jurídica de estas 37.207 personas. Por 
lo anterior, se establece que las leyes descritas en efecto van a incidir en la 
reducción del hacinamiento carcelario en el país, no obstante, ello no va a resolver 
el problema del todo, de manera que sigue hacer algunas propuestas encaminadas 
a por lo menos, devolver la dignidad del detenido en medio de su precaria situación 
social. 
3. El problema carcelario en el país: entre la responsabilidad punitiva y la 
dignidad 
En Colombia ha hecho carrera durante los últimos años, el fenómeno del 
populismo punitivo; a unas conductas se les quiere poner cárcel y, a otras, extender 
los tiempos de las condenas (Cotes y Fuentes, 2009, p. 66). Quizá la sociedad no 
ha caído en cuenta, y menos entonces el legislativo en que, en el marco de un 
Estado Social de derecho, la tarea no se enmarca en volver todo parte de la política 
criminal, sino en volver todo parte de la política pública. En las distintas cárceles del 
país hay cantidad de condenados que cometieron delitos aberrantes, sin embargo, 
no se debe pasar por alto que, en una lectura socio-jurídica, estos por sus acciones 
no dejan de ser personas, y menos, sujetos de derechos. 
La reflexión que se plantea, parte por supuesto de reivindicar el Estado Social 
de derecho; concepto que a su vez, sirve a la Corte Constitucional en 1998 para 
declarar a la población carcelaria, en un estado de cosas inconstitucional (Quintero, 
Navarro e Irina, 2011, p. 73). Estado de cosas inconstitucional, se entiende como la 
situación jurídica, en la cual a una población se le vulneran de manera sistemática, 
sus derechos fundamentales, incluso cuando una persona es condenada, no deja 
de perder sus derechos individuales fundamentales, que son a la vez, inalienables, 
irrenunciables e intransferibles (Posada, 2008, p. 20). 
La declaración de la población carcelaria del país en un estado de cosas 
inconstitucional, por parte de Corte Constitucional, genera una responsabilidad 
sobre el Estado para que este ponga en curso una política pública o un grupo de 
acciones de política, encaminadas a revertir la situación de violatoria de derechos 
sobre la población sobre la cual se ha declarado el estado de cosas inconstitucional 
(Tole, 2006, pp. 281-286), en este caso, sobre la población carcelaria, sobre las 
base de las consideraciones esgrimidas en Sentencia por el Tribunal que evidencian 
lo siguiente: 
(…) las inspecciones le permitieron a la comisión judicial llegar a la conclusión 
de que las condiciones de reclusión en las dos cárceles citadas son 
absolutamente infrahumanas, indignas de una persona humana, cualquiera sea 
su condición personal. Las condiciones de albergue de los internos son motivo 
de vergüenza para un Estado que proclama su respeto por los derechos de las 
personas y su compromiso con los marginados. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-153 de 1998) 
A la Sentencia citada, se suma la Sentencia T-606 también de 1998, en la cual 
la Corporación pone en evidencia el panorama de desatención y falta de garantía 
de derechos en materia de salud sobre la población carcelaria del país, al constatar 
la falta de prestación adecuada del servicio, como de suministro de medicamentos. 
En ambas Sentencias, se reitera que existe un catálogo de derechos expresados 
de manera textual en la Constitución Política de 1991, como también otra serie de 
derechos innominados declarados así por la vía jurisprudencial, los cuales no son 
otorgados de acuerdo a la situación jurídica de la persona, sino que permanecen 
incólumes incluso para aquellos que son condenados por faltar a la ley: 
(…) si bien algunos derechos fundamentales de los reclusos son suspendidos 
o restringidos desde el momento en que estos son sometidos a la detención 
preventiva o son condenados mediante sentencia, muchos otros derechos se 
conservan intactos y deben ser respetados íntegramente por las autoridades 
públicas que se encuentran a cargo de los 8 presos. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-153 de 1998) 
La Corte va más allá para establecer que, este panorama de desatención 
generalizado, no solamente se soluciona a partir de una más adecuada 
infraestructura o suministro de distintos tipos de bienes, sino catalizando a partir de 
una política criminal o pública, programas efectivos de resocialización para las 
personas que permanecen allí recluidas, posición que es totalmente compartida, en 
la lectura hecha sobre el actual panorama de hacinamiento carcelario en el país. Se 
considera al respecto que, una de las rutas de análisis clave en todo este panorama, 
está en cómo se evita la reinserción en el delito, lo cual tiene respuesta central, en 
el logro de efectivos programas de resocialización. 
Con anterioridad se proponía una tarea consistente en cruzar los datos de 
detención intramural con otras estadísticas internas y externas que, en el caso de 
las internas, hacen relación por ejemplo, a los programas de resocialización en sus 
distintas modalidades, revisando para el caso, si estos son suficientes para toda la 
población carcelaria, si son efectivos en términos de sus objetivos, si están 
ajustados a las recomendaciones de expertos en la materia, entre otros ítems. Se 
considera que, revisiones de este tipo, ayudarían a mejorar la problematización y 
solución al panorama de hacinamiento carcelario en el país. 
Quedan entonces planteadas varias tareas, asociadas al estudio y análisis de 
solución de la problemática de hacinamiento carcelario en el país; por el momento, 
se deja como aporte central de este documento, evidenciar que, con la expedición 
de las leyes 1760 de 2015 y Ley 1786 de 2016 es posible que se reduzcan las cifras 
de hacinamiento carcelario en el país, más no va a acabar de tajo con el mismo, 
hecho que se traduce en que, en efecto las leyes no se deben ver como 
herramientas jurídicas estructurales para la solución de la problemática, no 
obstante, se insiste, en algo inciden. 
Conclusiones 
Ya se cumplen 20 años desde que la Corte Constitucional declaró en un estado 
de cosas inconstitucionales a la población carcelaria del país, exigiendo al Gobierno 
Nacional tomar medidas tendientes a revertir esta realidad, sin embargo, a la 
actualidad ello no se ha logrado. Más allá de encontrar responsables de que esto 
no se haya logrado, hay que ser realistas con la problemática y expresar, que esta 
es una situación nada fácil de revertir, máxime cuando hace curso en la sociedad y 
la legislación, una actitud proclive al populismo punitivo, donde se considera que la 
única herramienta de política efectiva es poner más penas, o severizar las 
existentes. 
Como lo ha reiterado la Corte Constitucional, la solución a la tarea no consiste 
solo en hacer nuevas cárceles o mejorar las existentes; junto con un mejor 
aprovisionamiento, sino en desarrollar conjunto a ello dos actividades paralelas que 
son claves; por un lado, mejorar los programas de resocialización al interior de los 
centros penitenciarios, con el fin de lograr transformar la conducta delictiva del 
condenado; de otra parte, para algunos delitos se podría reducir la probabilidad de 
ser cometido, si se desarrollaran políticas públicas adecuadas en distintos frentes, 
por ejemplo, si desde el sistema educativo se formara en un verdadero aprecio y 
respeto por la vida propia y la de los demás, quizá muchos de los hoy condenados 
por asesinato, no hubieron llevado a cabo su delito. 
Sobre el análisis que centra el documento, a saber, el estudio de las leyes 
1760 de 2015 y Ley 1786 de 2016 y, su incidencia sobre el panorama carcelario en 
el país, lo que se encuentra es que es incidente pero no estructuralmente, sin 
embargo, con apego al espíritu de las mismas, se reconoce su efecto en la garantía 
de los derechos procesales constitucionales. No obstante, también sobre la misma 
se encuentra un efecto en lograr hacer más efectiva la justicia en Colombia, en 
cuanto se vuelve una contrarreloj para que tanto los juzgados penales del país, 
como la Fiscalía, den celeridad a la actuación procesal encaminada a lograr resolver 
en el menor tiempo posible, la situación jurídica de una persona. 
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